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Opinión

un elefante por la aduana del 
aeropuerto sin que el fun-
cionario de la Sunat lo vea. 
Pilluelo, Ladronzuelo, Co-
rrupto y Vendido son parte 
de una banda de delincuen-
tes. En lugar de preocupar-
se por meterlos presos, el proyecto 
de ley de Becerril –y que defendió el 
lunes pasado en un artículo publi-
cado en estas páginas– se preocupa 

por dañar los derechos de los 
honrados a usar el arbitraje 
adecuadamente.

Pero acá viene lo más gra-
cioso: el proyecto es como el 
pollo a la brasa para no mo-
jarse.

Primero propone crear un recur-
so de apelación en el arbitraje. Aho-
ra habrá una segunda instancia de 
árbitros. ¿Elegidos por quién? Pues 
nuevamente por Pilluelo y Ladron-
zuelo. ¿Qué van a hacer? Elegir a 
Desalmado. ¿Cómo ayuda esto a 
Honrado?

Recordemos que Honrado no es-
tá en el arbitraje de los estafadores. 
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Sinsentido común
proyecto para modificar la ley de arbitraje

- alfredo bullard -
Abogado

Cuidado con el club de los ricos
- ian vasquez -

Instituto Cato

E l Perú aspira a ser miem-
bro de la Organización 
para la Cooperación y 
Desarrollo Económicos 
(OCDE), un club de 34 

países mayormente ricos. De lo-
grarlo, será un hito más en su cami-
no hacia el desarrollo. El ministro 
de Economía, Alonso Segura, afir-
ma que cumplir con los requisitos 
para formar parte de la organiza-
ción ayudará a implementar “las 
mejores prácticas de gobernanza 
pública” y así “mejorar la calidad de 
vida de todos los ciudadanos”.

Puede que la OCDE ayude a re-
ducir barreras burocráticas o a pro-
mover otras reformas, pero hay que 
tener cuidado. La organización, des-
pués de todo, está compuesta ma-
yormente por países europeos, de 
los que es difícil decir que tienen las 
mejores prácticas en política fiscal, 
pues incluyen tanto a Grecia y a otros 
países del sur de Europa que han pa-
sado años en crisis económicas, co-
mo al resto de la vieja Europa, que ha 
hecho poco o nada para reformar sus 

abotagados estados bene-
factores ni para reducir las 
generosas promesas sociales 
y poco realistas a las que se 
han comprometido. Un estu-
dio de hace seis años encon-
tró que la deuda explícita e 
implícita de los 25 países de la Unión 
Europea equivalía al 434% de su PBI.

Queda claro que pertenecer a la 
OCDE no impide la irresponsabili-
dad fiscal. Peor, como es de esperar, 
el organismo refleja los intereses no 
siempre benéficos de sus estados 
miembros ricos. Y es justo en el área 
fiscal donde la OCDE ha sido más 
activa a nivel mundial. Tal como lo 
explica un artículo publicado por 
la Universidad de Columbia, des-
de los años noventa la OCDE se ha 
transformado en un ente dedicado a 
combatir la competencia tributaria 
internacional. Con la globalización, 
el capital y las empresas pueden ir 
con mayor facilidad a donde obtie-
nen mejores ventajas, cosa que ha 
beneficiado a los países pobres. La 
competencia tributaria global tam-

bién ha hecho caer el prome-
dio de la tasa del Impuesto a 
la Renta corporativo de los 
países de la OCDE de 50% en 
1980 a 25% en el 2015.

Sostiene la OCDE que 
tal competencia es dañina, 

porque reduce la base impositiva 
de ciertos países (los ricos). Pero no 
hay evidencia de que esto sea cierto. 
Entre los países miembros del orga-
nismo, los ingresos fiscales –inclu-
so los corporativos– únicamente 
han crecido a través de los años. Está 
quedando claro que la OCDE es un 
cartel impositivo internacional que 
no quiere arriesgar más competen-
cia. Al contrario, busca mantener o 
aumentar impuestos a niveles altos, 
para así financiar gastos astronómi-
cos en sus países miembros. 

La competencia tributaria, por 
otra parte, produce muchos benefi-
cios, entre ellos disciplina a la irres-
ponsabilidad fiscal. Pero el punto 
acá no es establecer cuáles son las 
mejores políticas. Es legítimo de-
batir las políticas que le convienen 

al país. Lo que no se debe permitir 
es que el Gobierno anuncie, como 
está ocurriendo en Costa Rica y Co-
lombia, la necesidad de aumentar 
gastos e impuestos para poder cum-
plir con los estándares de los países 
desarrollados. O que una reducción 
importante de impuestos, como lo 
han hecho varios países exitosos, no 
sería bien vista. Hay que saber y de-
batir exactamente qué es lo que está 
requiriendo la OCDE del Perú.

En una conferencia en Washing-
ton esta semana, la OCDE discutió 
su iniciativa de compartir entre go-
biernos alrededor del mundo mayor 
información tributaria. La idea es pe-
ligrosa si se comparte con regímenes 
autoritarios, como pretende el orga-
nismo. Y tal como encontró un estu-
dio reciente del Banco Mundial, la 
divulgación por parte de las empre-
sas de mayor información a las auto-
ridades incrementa la corrupción y 
debilita las instituciones en los países 
en desarrollo. Por muchas razones, 
no hay que seguir las malas prácticas 
que promueven los países ricos. 

Mirada de fondo

A l salir a la calle está llo-
viendo. Usted no quie-
re mojarse. Se acerca 
al portero del edificio 
y le dice: “¿Qué puedo 

hacer para no mojarme?”. Usted es-
pera que le alcancen un paraguas o 
un impermeable. El portero le dice: 
“Coma pollo a la brasa” mientras le 
alcanza una jugosa pechuga. Algo 
no encaja. Evitar un problema es 
atacar su causa. Los pollos a la brasa 
no lo van a mantener seco.

Pilluelo quiere apropiarse de la 
casa de Honrado. Trama el siguien-
te plan. Simula un contrato con La-
dronzuelo en el que este le vende a 
Pilluelo la casa. Por supuesto, Hon-
rado no aparece ni sabe nada. Co-
locan en el contrato una cláusula 
arbitral.

Pilluelo “demanda” a su compin-
che Ladronzuelo en un arbitraje. 
Nombran como árbitro a Co-
rrupto. Corrupto le da la ra-
zón a Pilluelo y ordena en 
el laudo (la sentencia del 
árbitro) la entrega de la 
casa, todo a espaldas 
de Honrado.

Lo más sorpren-
dente es que Pi-
lluelo consigue 
que el laudo del 
árbitro Corrupto se 
inscriba en registros 
públicos. En el abecé 
del arbitraje todos sa-
bemos (menos un congre-
sista llamado Becerril) que 
ningún laudo se puede ejecutar 
contra quien no ha sido parte en el 
arbitraje. Pero como Pilluelo y La-
dronzuelo no tienen escrúpulos (y 
estamos en el Perú), corrompen al 
registrador Vendido para que inscri-
ba la propiedad a favor de Pilluelo y 
se la quiten a Honrado.

Lo que acabamos de describir no 
es un arbitraje. Es una estafa. Llegar 
a inscribir ese laudo es como pasar 

Si no está, ¿quién va a apelar? Pues 
nadie. Pero además asumamos que 
Honrado estuviera. ¿Quién va a re-
solver su apelación? Pues el terrible 
Desalmado. ¿Y qué va a decir Desal-
mado? Lo mismo que Corrupto. ¿En 
qué ayudó la apelación? En nada.

Becerril propone además que se 
pueda plantear una tercería por par-
te de Honrado, es decir, que le pue-
da pedir al árbitro que no le quite su 
casa. Para eso sugiere además que 
se publiquen los arbitrajes. Imagine-
mos que Honrado se presenta en ese 
arbitraje. ¿Quién va a ser el árbitro 
frente al que presentará su reclamo? 
Pues nada más ni nada menos que 
Corrupto. ¿Se imagina el resultado? 
¿En qué lo ayudó la tercería? Como 
el pollo a la brasa, en nada.

Y es que el bendito proyecto igno-
ra no solo el sentido común, sino que 
la lógica del arbitraje es que quien 

decide sobre mis derechos es el ár-
bitro elegido por las partes. Por 

eso el Tribunal Constitucional 
ha señalado (en el Caso María 

Julia) que puede plantearse 
un amparo cuando se pre-

tende ejecutar un laudo 
contra quien no ha sido 
parte en el mismo. El 
remedio al problema 
de los arbitrajes Ore-
llana es el que dio el 
Tribunal Constitucio-
nal y no el disparate 
propuesto por Bece-
rril. Y ese remedio ya 

existe. El problema se 
resuelve castigando a los 

Pilluelos, Ladronzuelos, Co-
rruptos, Vendidos y Desama-

dos y no quitándonos derechos a 
los honrados.

En síntesis y parafraseando a Li-
chtenberg, el proyecto de Becerril 
se parece a un cuchillo sin mango, al 
que le falta la hoja: no sirve ni para 
cortar, ni para echar mantequilla, ni 
para proteger a los honrados. 
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habla culta

Monillo. En Lima ha caído en desuso esta palabra como designación de la parte del vestido 
femenino que cubre el torso, también de aquella prenda de ropa interior que hoy se 
llama, como en la mayor parte del mundo hispánico, sostén. Monillo se forma sobre 
mono ‘simio’ y el sufijo -illo, que en este caso no cumple función de diminutivo sino de 
incrementador del léxico. Los cambios de la moda, cada día más radicales, han ido 
relegando este término al olvido.

- martha Hildebrandt - 

El radical 
prominero

El ‘boom’ de los minerales ha visi-
bilizado a un fanático que apro-
vecha cualquier tribuna para di-
fundir su credo. Afiebrado por los 
lingotes de oro de nuestras expor-

taciones, este personaje divulga –con afán 
de persuasión– una lectura ideológica-
mente sesgada sobre la minería en el país. 
Su posición recalcitrante es, paradójica-
mente, contraproducente con lo que dice 
defender: la actividad minera como contri-
buyente al desarrollo. Es un tipo de radical 
que desde el propio establishment lo soca-
va. Se trata del “radical prominero”.

Como todo intransigente, el “radical 
prominero” ha construido su propio de-
cálogo de “verdades incuestionables”, 
que no aguanta ningún contraste con la 
realidad. Su fundamentalismo no tien-
de puentes, los tumba. Busca imponer 
una visión simplista de la funcionalidad 
de la minería para el país. El extremismo 
en boca de sus rivales ideológicos es una 
“mentira”; en la suya propia es sensatez. 
Discrepar con él te convierte automáti-
camente en un “comunista filocastrista”. 
Sus adversarios –tan extremistas como 
él– merecen la etiqueta de “terroristas”. 
Cualquier divergencia es maldad, es 
condenar a compatriotas a la calidad de 
“subhumanos”.

Aunque, según el radical prominero, 
“el Perú está sobrediagnosticado” (sic), se 
atreve al barbarismo intelectual. Afirma 
sin reparos que nuestras comunidades in-
dígenas son una invención de antropólo-
gos socialistoides. “Desde el siglo XVI no 
hay pueblos indígenas de costa y sierra”, 
osa declarar sin temor al ridículo. Este 
cordero académico es en realidad un lob-
bista disfrazado. Al igual que sus pares en 
el polo opuesto, tiene intereses persona-
les, subalternos. 

En su lógica, prima el doble rasero: el 
dirigente corrupto que recibe sobornos 
es delincuente; el empresario que lo pro-
mueve, un hombre de negocios realista. 
El alcalde que protesta y que ganó una 
elección con 20% es ilegítimo; su can-
didato presidencial que pasó a segunda 
vuelta con 20% es la salvación del país. 
Que un presidente regional capitalice 
políticamente la oposición a la minería 
es una bajeza; que el presidente de una 
cámara de comercio utilice su posición 
intransigente a favor de la minería es “re-
presentativo”.

La oposición social a la minería, se-
gún esta vehemente visión prominera, 
es “manipulación”. Los más “sensibles” 
creen que se trata de gente “gobernada 
por el miedo”. La insatisfacción social se-
ría imposible con tanto gasto en respon-
sabilidad social y obras por impuestos. El 
último premio de minería responsable 
–entregado por otros promineros– es la 
mejor muestra de que están haciendo las 
cosas bien. Si la causa de la rebeldía no se 
puede solucionar con auspiciar fiestas pa-
tronales, se debe tratar de un problema 
de comunicación (sic). Sus estrategas de 
márketing los llevan a invertir en anun-
cios en la prensa limeña y hasta en “cen-
tros de información” (y reproducción) de 
su fundamentalismo. 

Coincido con quienes creen que nues-
tra bonanza minera se puede convertir en 
otra oportunidad perdida: son los extre-
mistas –como el radical prominero– quie-
nes guían el desarrollo del país hacia el 
abismo. La soberbia, el desconocimiento 
de nuestra sociedad y del Estado, y el te-
rror a reconocer como legítimas deman-
das ajenas han sido cómplices de la con-
flictividad social y la polarización política 
alrededor de la minería. Ello la hace cada 
vez más inviable social y políticamente.

carlos 
Meléndez
Politólogo

rincón del autor

solución
El remedio al problema de los 
arbitrajes Orellana es el que 

dio el Tribunal Constitucional 
y no el propuesto por Becerril. 


